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    SALA LABORAL


PEREIRA - RISARALDA


Demandante: Onorio de Jesús Trejos en nombre de su hija Claudia Jimera Trejos Gueteche.

Demandado: Registraduría Nacional de Estado Civil.
-------------------------------------------------------------

MAGISTRADA PONENTE: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON

Pereira Risaralda, febrero once [11] de dos mil nueve [2.009].




Acta N° 0022 de febrero 11 de 2009
Procede la Judicatura a resolver mediante este pronunciamiento, la acción de tutela incoada por el señor ONORIO DE JESÚS TREJOS LARGO, en nombre y representación de su hija menor CLAUDIA JIMENA TREJOS GUETUCUE contra de la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL, por una presunta violación a sus derechos fundamentales.

IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES

ACCIONANTE:

ONORIO DE JESÚS TREJOS LARGO, quien actúa en nombre y representación de su hija menor CLAUDIA JIMENA TREJOS GUETUCUE, mayor de edad, vecino del municipio de Riosucio, Caldas identificado con la cédula No. 15.917.567 de esa municipalidad.
ACCIONADO:

Se trata de la Registraduría Nacional del Estado Civil, entidad del orden nacional, cuya sede es en la ciudad de Bogotá D.C.

HECHOS JURÍDICAMENTE RELEVANTES Y ACTUACIÓN PROCESAL.

Informa el accionante que la Registraduría le está negando la expedición de la tarjeta de identidad de su menor hija, manifestando que el registro civil de nacimiento adolece de un error, consistente en la falta de la firma de uno de los testigos.

Por dicha situación, presentó derecho de petición a la Registraduría Municipal, el cual fue traslado a Bogotá D.C. para que resolviera el problema, situación en la cual lleva más de dos años sin obtener respuesta alguna.

Indica que la falta de la tarjeta de identidad le está acarreando serios problemas, pues le están dificultando la entrada de la menor al siguiente año de educación y no ha podido afiliarla al SISBEN.
Ante tal situación, pretende que se le entregue a su hija menor la tarjeta de identidad para que pueda acceder a todos los derechos que se están viendo mermados.

Avocado el conocimiento, se informó a la entidad pasiva de la acción constitucional, la que presentó escrito en forma extemporánea.
Sin que existan más actuaciones por adelantar, entrará la Sala a resolver el pedido de tutela, previas las siguientes,

CONSIDERACIONES

Competencia. 

En virtud de lo normado en el artículo 86 de la Carta Política, esta Sala es competente para proferir la decisión que en derecho corresponda.

Del fondo del asunto.

La acción constitucional de tutela, contenida en el artículo 86 de la Carta Política, es un mecanismo concedido a todas las personas que habiten en el territorio nacional, por medio del cual pueden solicitar ante cualquier Juez la protección inmediata y eficaz de sus derechos fundamentales, cuando quiera que los mismos estén resultando amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en los puntuales casos que especifique la ley, por los particulares.

Entre los derechos fundamentales que son objeto de protección constitucional, destacan los de los niños que, según el artículo 44 constitucional, tienen prevalencia sobre todo el ordenamiento jurídico, lo que no puede tomarse como un simple ornato del texto constitucional, sino como una verdadera garantía de la cual son titulares todos los menores en el territorio nacional y, además, como un deber de quienes dispensan justicia y de todo operador jurídico.

Ese canon establece que ostentan el carácter de fundamentales para los niños, entre otros, los derechos a la salud, la seguridad social, al nombre, a una nacionalidad y a la educación.  
Estas garantías además, encuentran sustento en un cuerpo normativo de orden supraconstitucional, como lo es la Declaración de los Derechos de los Niños, que establece en sus principios 3, 4 y 7 lo siguiente:
Principio 3
El niño tiene derecho desde su nacimiento a un nombre y a una nacionalidad.

Principio 4
El niño debe gozar de los beneficios de la seguridad social. Tendrá derecho a crecer y desarrollarse en buena salud; con este fin deberán proporcionarse, tanto a él como a su madre, cuidados especiales, incluso atención prenatal y postnatal. El niño tendrá derecho a disfrutar de alimentación, vivienda, recreo y servicios médicos adecuados.

Principio 7
El niño tiene derecho a recibir educación, que será gratuita y obligatoria por lo menos en las etapas elementales. Se le dará una educación que favorezca su cultura general y le permita, en condiciones de igualdad de oportunidades, desarrollar sus aptitudes y su juicio individual, su sentido de responsabilidad moral y social, y llegar a ser un miembro útil de la sociedad. 

El interés superior del niño debe ser el principio rector de quienes tienen la responsabilidad de su educación y orientación; dicha responsabilidad incumbe, en primer término, a sus padres. 

El niño debe disfrutar plenamente de juegos y recreaciones, los cuales deben estar orientados hacia los fines perseguidos por la educación; la sociedad y las autoridades públicas se esforzarán por promover el goce de este derecho.

Y analizados puntualmente, estos derechos resultan ser de alta importancia en el desarrollo vital de los niños, amén que se terminarán reflejando en su futuro y en la comunidad y, por lo tanto, su protección además de ser necesaria para los menores, es indispensable para el bienestar de la comunidad.

Por eso, cualquier asunto que interfiera con el libre ejercicio de estas garantías constitucionales, es un impedimento que debe removerse por parte del Juez constitucional, para garantizar la primacía de los derechos constitucionales.  
Y esa trascendencia de los derechos fundamentales de los menores, sobre los demás, implica además la eliminación de cualquier obstáculo que inviabilice su libre ejercicio, al punto de que, por ejemplo, en determinados casos, sea posible la remoción de exigencias procesales o legales.

Al respecto, el máximo Tribunal de Justicia Constitucional del país ha dicho:

“A la luz de la Carta Política (art. 44), los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás. Esa preeminencia le permite al juez de tutela proteger los derechos fundamentales de los menores, incluso por encima del ordenamiento legal, del reglamentario o de las exigencias procesales ordinarias - como en este caso concreto sería la falta de representación  por parte del demandante-, cuando quiera que se compruebe un peligro inminente o una franca vulneración del derecho”
.

Por ello, si bien es indispensable que en todo caso se garantice el respeto de las formas establecidas en la Ley para la realización de determinados actos, esas formalidades están en la obligación de ceder, ante el intereses superior constitucional de amparar y prohijar el libre ejercicio de los derechos fundamentales de los cuales son titulares los menores. No puede –entonces- por una ritualidad, dejar de garantizar a los menores el poder desarrollar libremente sus garantías constitucionales.

Una de esas prerrogativas constitucionales, contenida también en los tratados internacionales, es la posibilidad de gozar de un nombre, que no implica únicamente el nombre y apellido en si mismos, sino también la identificación de las personas, presupuesto que además se torna indispensable para el ejercicio de los demás derechos y para el desarrollo de su vida en sociedad, amén que a través de su nombre e identificación, la accionante podrá acceder a los demás derechos que se otorgan a los ciudadanos.

En el presente caso, la Registraduría no ha expedido la tarjeta de identidad de la menor CLAUDIA JIMENA TREJOS GUETUCUE, bajo el argumento de que su registro civil de nacimiento se encuentra incompleto pues no fue estampada la firma por dos testigos, sino que apenas lo hizo uno. Y la falta de tal documento, según se afirma en la demanda de tutela, ha generado inconvenientes para que la menor acceda a los servicios educativos y de salud.

Encuentra la Colegiatura que sin duda, la falta de expedición de tal documento de identificación, genera una palmaria afectación de las garantías constitucionales de la niña TREJOS G, pues se le está excluyendo de los beneficios que el régimen educacional trae para ella y esto, sin duda, que repercutiría en su futuro, dado que le dificultaría en el resto de su vida como dicente y se le cerrarían las puertas en cuanto a sus venideras aspiraciones laborales y su calidad de vida. Es que las garantías de los menores no pueden mirarse como un “ahora”, sino que también deben analizarse sus repercusiones en el por venir, las cuales, se itera, en el presente caso, serían delicadas.

Y ni que decir de la imposibilidad de participar en el Sistema de Seguridad Social en Salud, que la falta de la tarjeta de identidad le ha acarreado, pues actualmente está excluida del régimen de salud con las nefastas consecuencias que ello puede traer.

Así que, encuentra esta Sala de Decisión, que en el presente caso, con el fin de garantizar el adecuado ejercicio de los derechos fundamentales de la menor CLAUDIA JIMENA y darle primacía al texto constitucional –art. 4º-, se inaplique el requisito de los dos testimonios exigido en el artículo 49 del Decreto 1260 de 1960 y, consecuentemente, proceda la entidad accionada a expedir, en el plazo de 5 días hábiles, contabilizados después de la notificación de esta decisión, la tarjeta de identidad respectiva, teniéndose como válido el registro civil presentado a la institución que cuenta con la firma de un declarante.

Corolario de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución

FALLA

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales a la salud, a la educación y a un nombre de los cuales es titular la menor CLAUDIA JIMENA TREJOS GUETUCUE, invocados por su progenitor ONORIO DE JESÚS TREJOS LARGO.
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, se ordena a la Registraduría Nacional del Estado Civil que en el término de cinco días hábiles, contabilizados después de la notificación de esta decisión, se proceda a expedir la tarjeta de identidad de la menor TREJOS GUETUCUE, con apoyo en el registro civil aportado. Para tal fin, se inaplica el artículo 49 del Decreto 1260 de 1960.

TERCERO:
Infórmese a las partes que la presente decisión podrá ser impugnada ante la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, dentro de los tres días siguientes a su notificación.

CUARTO:
En caso de no ser impugnada, envíese las diligencias a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo establece el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991.

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON

HERNAN MEJIA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria

� Sentencia T-709 de 1998 (M.P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa)





[image: image1.png]_1086004429

